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Entra esta Sala a decidir en primera instancia la acción de tutela que ha promovido 
Evangelina de Jesús Garcés de Gómez, en contra de la Dirección de Sanidad de 
la Policía Nacional. 

 
ANTECEDENTES 

 
Expresó la accionante que desde hace aproximadamente ocho años padece de 
artritis degenerativa y de un dolor debajo de su axila derecha, en virtud de lo cual 
le han practicado varios exámenes. En la última consulta que se le realizó le 
mandaron una ultrasonografía de tejido blando en las extremidades superiores por 
aumento del dolor y aparición de masa, no obstante “sanidad me dice que en 15 
días hábiles vaya por la autorización, desde enero tengo los resultados de la 
resonancia magnética y por falta de presupuesto no me la han autorizado a pesar 
de que me salio (sic) partido del todo el mango rotador que hace un mes llego (sic) 
el presupuesto”. 
 
Refirió que si bien con anterioridad había interpuesto una acción de tutela y un 
incidente de desacato, fue para la autorización de medicamentos para tratar su 
artrosis, mas con la presente no procura la entrega de esos fármacos que fueron 
ya objeto de fallo constitucional. 
 
Solicitó que se le protejan sus derechos a la salud y la vida digna y que por 
consiguiente se disponga que la entidad accionada autorice la ultrasonografía, las 
remisiones a los especialistas y los procedimientos ordenados por el ortopedista, 
así como los medicamentos que requiera en caso de que se le diagnostique otra 
enfermedad diferente a la que dio origen a su petición.  
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Mediante auto de 15 de junio pasado se admitió la demanda y se ordenó el 
traslado de la entidad accionada quien contestó que a favor de la actora ha 
otorgado varias autorizaciones para diversos servicios de salud, específicamente 
para la valoración por ortopedia se libró la orden de servicios núm. 31282 de 14 de 
junio para que sea realizada en la clínica Avellana, y para el caso de la ecografía 
de tejidos blandos, después de revisada la solicitud que radicó la accionante el 13 
de los cursantes por parte del médico auditor, se autorizó la orden de servicios 
núm. 32608 de 25 de junio que se realizará en la IPS Imágenes Diagnósticas1, 
esto fue informado a la actora la cual debe acercarse a la seccional de la Dirección 
para reclamarla. Dijo que en sus instalaciones solo se manejan atenciones de 
primer nivel y que para las demás, como es del caso, tiene la facultad de 
subcontratar con otras entidades razón por la cual no depende de ella la práctica 
de éstos sino que ello obedece a la programación dispuesta por las Instituciones 
Prestadoras en Salud. Por ende, afirmó que no ha vulnerado los derechos de la 
accionante ya que no se ha negado a la prestación de los procedimientos 
solicitados. Y expresó que no es cierto el dicho de la demandante con relación a la 
falta de presupuesto debido a que desde el día 2 de enero pasado se aprobó toda 
la vigencia del año en curso. Por tanto, pidió negar la tutela impetrada. 
 
      

CONSIDERACIONES: 
 

La acción de tutela prevista en la Constitución Nacional está concebida como un 
mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede demandar de un 
juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un 
particular en determinados casos. Tal mecanismo procede sólo ante la ausencia 
de otros medios capaces de dirimir la cuestión, con la salvedad de que se utilice 
en aras de evitar un perjuicio irremediable. 
 
Se empezará por decir que el derecho a la salud es fundamental por sí solo, como 
ya lo tiene definido la jurisprudencia, y las actividades que corresponde a las 
entidades encargadas de la prestación de los servicios encaminados a su 
protección, cabe impetrarlas mediante el referido amparo constitucional cuando, 
como se ha expresado por la Corte Constitucional:  
 

                                         
1 Anexos a folios 23 y 24. 
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“Se demora la práctica de un tratamiento o examen diagnóstico ordenado por el médico 
tratante. La justificación de esta regla fue expresada, entre otras, en la sentencia T- 881 
de 2003 (MP Rodrigo Escobar Gil), en la que se indicó que:“(…) el hecho de diferir, casi al 
punto de negar los tratamientos recomendados por médicos adscritos a la misma entidad, 
coloca en condiciones de riesgo la integridad física y la salud de los pacientes, quienes 
deben someterse a esperas indefinidas que culminan por distorsionar y diluir el objetivo 
mismo del tratamiento originalmente indicado. El sentido y el criterio de oportunidad en la 
iniciación y desarrollo de un tratamiento médico, también ha sido fijado por la 
jurisprudencia como requisito para garantizar por igual el derecho a la salud y la vida de 
los pacientes.”2 

 

Y sobre el derecho al diagnóstico ha establecido que: 
 
“De forma reiterada esta Corporación ha indicado que el derecho al diagnóstico es parte 
del contenido del derecho fundamental a la salud entendido éste como “la facultad que 
tiene todo ser humano de mantener la normalidad orgánica funcional, tanto física como en 
el plano de la operatividad mental, y de restablecerse cuando se presente una 
perturbación en la estabilidad orgánica y funcional de su ser”. En efecto, es evidente que, 
sin el respectivo diagnóstico, la persona no podrá  ni siquiera iniciar el tratamiento para 
recuperarse o aliviar, según el caso, la enfermedad que padece. Por esta misma razón, el 
diagnóstico “se encuentra contenido dentro de los ‘niveles esenciales’ [de exigibilidad 
inmediata] que de manera forzosa ha de garantizar la organización estatal en el caso del 
derecho a la salud”. 
  
6.- Ha precisado además la jurisprudencia que el diagnóstico debe ser oportuno. Al 
respecto, ha dicho que “es preciso resaltar que la urgencia de su práctica no se da en 
forma exclusiva en aquellos eventos en los cuales la vida del paciente se encuentra en 
riesgo inminente, pues la demora injustificada en la atención de las enfermedades 
ordinarias, ocasionada por la falta de diagnóstico, supone un ilegítimo irrespeto al derecho 
a la dignidad humana, toda vez que dicha actuación dilatoria obliga al paciente a soportar 
las inclemencias de su dolencia, siendo éstas evitables con la puntual iniciación del 
tratamiento médico”. Además, el diagnóstico debe hacerse de manera completa y con 
calidad.”3 

 
Es decir, que según estos planteamientos, la tutela es procedente cuando una 
entidad de salud niega ciertas prestaciones que se consideran esenciales en 
punto a la recuperación de la salud. 
 
El fundamento de la presente demanda constitucional se centra en que la 
accionante sufre de dos afecciones a su salud, la primera referente a la ruptura 

                                         
2 Sentencia T-760 de 2008. 
3 Sentencia T-452 de 2010. 
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total del manguito rotador de su hombro derecho y la segunda relacionada con un 
dolor y una masa que se presentan en la región de abajo de la axila de esa misma 
extremidad, situaciones que según el médico tratante necesitan de tratamiento por 
ortopedia y de un diagnóstico mediante ultrasonografía de tejidos blando en reja 
costal respectivamente4, por lo cual libró sendas órdenes en ese sentido. De ahí, a 
que fácil se deduzca que sus padecimientos necesitan de la atención y valoración 
dispuesta ya que de otra manera se estaría poniendo en riesgo además de su 
derecho a la salud el de la vida digna, pues se debe tener en cuenta que se puede 
llegar a comprometer el funcionamiento de un miembro superior además de que la 
presencia de es cuerpo extraño puede acarrear efectos gravosos, los cuales 
pueden contrarrestarse mediante el diagnóstico oportuno.  
 
Aseguró igualmente la actora que la Dirección de Sanidad se ha negado a 
autorizarlos a pesar de sus reiteradas peticiones. Por su parte la entidad 
accionada refirió que las órdenes que autorizan tales servicios en salud ya fueron 
dictadas, pero que la práctica de los mismos se sujeta a la disponibilidad que 
tengan las IPS subcontratadas para tales fines. Sin embargo, vistas las 
características de los padecimientos de la señora Garcés de Gómez y la 
responsabilidad de las entidades que prestan los servicios de salud, no solo basta 
con que sean autorizados los procedimientos ordenados por el médico tratante, 
también se requiere su efectiva ejecución porque de nada sirve tener la 
aprobación si el procedimiento se demora en el tiempo, difiriendo, por ende, la 
salvaguarda del derecho invocado. Por eso y para contrarrestar el estado 
vulnerador de los bienes jurídicos anotados, es procedente conceder la tutela, y 
disponer la práctica de los servicios solicitados.  
 
En síntesis, se desprende que se está ante un desconocimiento evidente de los 
derechos fundamentales de la señora Garcés de Gómez y de los preceptos 
jurisprudenciales que tratan del cuidado y diagnóstico5 de los pacientes. Por tanto, 
esta Sala ordenará a la Dirección de Sanidad que adelante todos los trámites 
necesarios para la práctica de los servicios requeridos.  
 

DECISIÓN 

                                         
4 Ver folios 11 y 12. 
5 Sentencia T-685 de 2010 “Así mismo, esta Corte ha indicado que negar la realización de una actividad que 
conduzca a un diagnóstico  (como un examen o un cita con un especialista) significa privar a las personas de 
su derecho a que se detecte con mayor precisión en qué consiste la enfermedad que las aqueja y cómo se 
puede tratar su padecimiento e implica, en tal sentido, vulnerar, también, sus derechos fundamentales a la 
vida digna y a la integridad física, psíquica y emocional.” 
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A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Sala 
Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 
autoridad de la ley, RESUELVE: 
 
PRIMERO: Conceder la acción de tutela que la señora Evangelina de Jesús 
Garcés de Gómez interpuso en procura de protección para su derecho 
fundamental a la salud. 
 
SEGUNDO: Ordenar a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional que en el 
término de 48 horas contado a partir de la notificación de este fallo, comience los 
trámites necesarios, ante las Instituciones Prestadoras de Salud correspondientes, 
para dar cumplimiento efectivo de las autorizaciones para la consulta por ortopedia 
y para la ultrasonografía de tejidos blando en reja costal que requiere la 
accionante y que fueron prescritos por el médico tratante, procedimientos que se 
deberán practicar dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de esta 
providencia.  
 
 
Notifíquese lo así decidido a todos los interesados y remítase oportunamente el 
expediente a la Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo, en caso de 
no ser impugnado. 
 
 
Notifíquese 
 
 
Los Magistrados 
 

 
 
 

Fernán Camilo Valencia López 
 
 
 
 

Claudia María Arcila Ríos                                         Luis Alfonso Castrillón Sánchez 


